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SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Acta Nro. 0074
AUDIENCIA PARA PROFERIMIENTO DE AUTO INTERLOCUTORIO


En Pereira (Risaralda), a los diez (10) días del mes de septiembre del año dos mil nueve (2009), siendo dos y quince de la tarde (02:15 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó, en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor  BLANCA GENNY MARÍN ARCILA en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude al siguiente auto interlocutorio:

I. LA PROVIDENCIA APELADA

La juez de primera instancia mediante auto interlocutorio adiado 09 de marzo del año que avanza, libró mandamiento de pago dentro del presente asunto, por tratarse de una obligación clara, expresa y actualmente exigible, contenida en la Sentencia del 18 de diciembre de 2008, proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira y que constituye título ejecutivo válido de conformidad con el  Artículo 100 del Código Procesal Laboral y 488 del Código de Procedimiento Civil.

II. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandada presentó recurso de apelación contra el auto proferido el día 09 de marzo de 2009, en el que se decidió librar mandamiento de pago, por cuanto el título que sirve de recaudo ejecutivo, no reúne los requisitos del Artículo 491 del Código de Procedimiento Civil, y por intentarse el cumplimiento de la obligación por una vía procesal inadecuada, que carece de sustento legal. 

Los argumentos expuestos en la alzada se centran en exponer que la Sentencia del 18 de diciembre de 2008, proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira resolvió de fondo las pretensiones del actor y dio por terminado el proceso; que la solicitud del cumplimiento de la obligación debió hacerse dentro del mismo proceso como lo establece el Artículo 335 del Código de Procedimiento Civil y que las sentencias ejecutivas para ser eficaces,  deben versar sobre sumas líquidas de dinero que no es lo que sucede en este caso, por tratarse el título ejecutivo de un fallo de condena.  

III. CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Es viable que la parte ejecutada ejerza su derecho de defensa a través de la interposición del recurso de apelación, o cuenta con otro mecanismo procesal para atacar el auto por medio del cual se libra mandamiento de pago?

Teniendo en cuenta el principio de taxatividad que rige en materia de apelación, es deber de los operadores jurídicos examinar si el auto contra el que se interpone dicho recurso es o no susceptible de tal medio de impugnación.


Así las cosas es necesario citar el contenido del artículo 65 del Código de Procedimiento Laboral, que enlista cuales son los autos apelables, para determinar si el auto que libra mandamiento de pago es posible recurrirlo en apelación, así:

“ARTÍCULO 65 DEL CPL.: Son apelables los siguientes autos proferidos en primera instancia:

(…)
8. El que decida sobre el mandamiento de pago. 
(…)”

De igual forma es necesario analizar el  contenido del artículo 505 del Código de Procedimiento Civil, aplicable por analogía en materia laboral, así: 
“Artículo 505. Notificación del mandamiento ejecutivo y apelación. El mandamiento ejecutivo se notificará en la forma indicada en los artículos 315 a 320 y 330.

El mandamiento ejecutivo no es apelable; el auto que lo niegue total o parcialmente, lo será en el efecto suspensivo; y el que por vía de reposición lo revoque, en el diferido.

Cuando se revoque el mandamiento ejecutivo se condenará al ejecutante en costas y perjuicios.” (Negrilla  para resaltar)


Al parecer las dos normas citadas precedentemente se contradicen y en principio podría considerarse que no  hay lugar a aplicar el Código de Procedimiento Civil porque hay norma especial que regula la materia en el Código de Procedimiento Laboral, sin embargo, después de realizar una interpretación armónica de las mismas, se puede concluir que el auto que decide el mandamiento de pago es apelable, pero ello depende del extremo procesal que ejerza el recurso porque en virtud del principio de economía procesal, el auto que niegue total o parcialmente el mandamiento de pago es apelable por la parte la parte ejecutante, en tanto que aquel que libra mandamiento de pago no lo es, porque para ello cuenta el ejecutado con las excepciones de mérito, cuando lo que se ataca es sustancial, o con el recurso de reposición, cuando el reproche es meramente procesal, mecanismos, que no sólo les permiten atacar el mandamiento de pago, sino además demostrar su defensa, oportunidad que no es posible ejercerla con el mero recurso de apelación. 
Frente al caso de marras, esta Corporación ya ha tenido oportunidad de pronunciarse en asuntos similares de la siguiente manera
: 

“Son dos los problemas jurídicos que ocuparan la atención de la Sala, el primero de ellos, con un carácter principal, tiene que ver con la forma en que el ejecutado puede atacar el contenido del mandamiento ejecutivo, para lo cual se analizarán las normas que regulan el proceso ejecutivo laboral y la aplicabilidad de ciertos cánones del procedimiento civil. 
(…)
Para el primero de los dilemas que atañen a la Sala, lo primero que debe decirse es que la legislación, en cuanto al trámite del proceso ejecutivo laboral, es bastante escasa, limitándose a unos pocos artículos que se refieren a las medidas de embargo y secuestro sobre bienes y su remate. Por ello, resulta necesario que se acuda al procedimiento civil que si regula la materia en forma amplia y clara, remisión que además, se encuentra autorizada por el artículo 145 del Estatuto Adjetivo Laboral.

El artículo 505 del Código de Procedimiento Civil, respecto a la notificación e impugnabilidad del mandamiento de pago, establece lo siguiente:

“El mandamiento ejecutivo se notificará en la forma indicada en los artículos 315 a 320 y 330.

El mandamiento ejecutivo no es apelable; el auto que lo niegue total o parcialmente, lo será en el efecto suspensivo; y el que por vía de reposición lo revoque, en el diferido.

(…)”  -destacado de la Sala-. 

Por su parte, el artículo 65 del Código de Procedimiento Laboral y Seguridad Social, al establecer que providencia son susceptibles del recurso de apelación, estableció, en su ordinal 8º que:

“Son apelables los siguientes autos proferidos en primera instancia:

(…)

8. El que decida sobre el mandamiento de pago.

(…)”

En principio, al leer ambas normas, parece desprenderse una contradicción entre lo establecido en el procedimiento laboral y lo normado en el civil. Sin embargo, si se analiza tal aspecto desde una óptica más profunda, echando mano a un sistema interpretativo no literal, sino teleológico, estima la Sala que ambos cánones contienen declaraciones similares.

En efecto, al establecer el legislador que, en materia laboral sean recurribles los autos que deciden sobre el mandamiento de pago, no está autorizando la apelación de cuando este se libre, sino que, simplemente, lo que se pretendió fue dotar al ejecutante del recurso impugnatorio para cuando el mandato se deniegue, tal como lo establece el canon 505 del CPC. De haber querido que el auto que admite la iniciación de un proceso, fuera recurrible por la contraparte, así lo hubiera consagrado en forma expresa el legislador. Pero no lo hizo y, ello constituye una decisión muy lógica, en tanto que quien soporta un proceso, tiene la oportunidad de contradecir al contestar la demanda, con la proposición de excepciones, en las cuales, entratándose del proceso ejecutivo, puede rebatir el título ejecutivo, proponer cualquier medio de extinción de las obligaciones, entre otros mecanismos de defensa. Así lo refirió la Corte Constitucional en Sentencia C-900 de 2003, al analizar la exequibilidad del artículo 48 de la Ley 794 de 2004, que reformó el canon 505 del Procedimiento Civil, con los siguientes argumentos:

“5.5 Por otro lado, la supresión de la apelación contra el mandamiento de pago, persigue evitar repetir trámites dentro del  proceso ejecutivo singular; pues, los motivos que sirven de fundamento de la apelación son los mismos que pueden alegarse como fundamento de la excepción perentoria.(…).
Es evidente –entonces- que los medios de defensa con que cuenta el ejecutado para debatir el sustento del mandamiento de pago, son las excepciones perentorias y no el recurso de apelación como lo señala la Juez a-quo, pues en los asuntos ejecutivos, se itera, es improcedente que el sujeto pasivo de la acción ataque el auto admite la demanda y, por tanto, la interpretación que debe darse al ordinal 8º del artículo 65 del Estatuto Instrumental Laboral, al implementar la alzada respecto del auto que decida sobre el mandamiento de pago, es que la misma es procedente cuando el mismo se deniegue, pero no cuando se libre.”
Para concluir, debe manifestarse que en el caso de marras el recurso de apelación contra el mandamiento de pago fue presentado por la parte ejecutada, aduciendo que el trámite ejecutivo debió continuarse ante el juzgado que emitió la condena, según lo establece el artículo 335 del C.P.C., lo cual indica que se trata de un reproche exclusivamente procesal, que de acuerdo con lo anterior, debió censurarse a través del recurso de reposición, según las voces del artículo 509 del C.P.C. aplicable por remisión en materia laboral y no del recurso de apelación, cuyo uso está dispuesto exclusivamente para el ejecutante -como se indicó-.
De acuerdo con lo anterior, lo procedente es declarar INADMISIBLE el recurso de apelación interpuesto por la entidad ejecutada contra del auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el día 09 de marzo de la presente anualidad. 

A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

PRIMERO.- DECLARAR INADMISIBLE el recurso de apelación interpuesto contra el auto proferido el 09 de marzo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por la señora BLANCA GENNY MARÍN ARCILA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta instancia.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia del 24 de febrero de 2009, acta N° 033, M.P. Dr. Francisco Javier Tamayo Tabares.
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